Foro 2: Constitución y acción pública.
¿Qué relación debería existir entre las disposiciones constitucionales, legales y la acción pública?. 
A pesar del discurso de derecho que rige en nuestros países, tenemos constancia que no siempre la normativa se cumple en todos los casos, aunque su contenido se apegue a la CPE. Considero que este incumplimiento unas veces se debe a que es carente de legitimidad, otras puede atribuirse a que la población a la que se destinó no se la apropia y por tanto redunda negativamente en su eficacia. De ahí que lo que resta de la norma son solo algunos artículos aplicables o quizá quede en los registros y nada más, haciéndola ineficaz.
Cuando hablo de legitimidad quiero relacionarla al hecho de que las normas son instrumento de quienes ostentan el poder y si no hay reconocimiento de las y los actores involucrados, es casi seguro que su aplicabilidad no prosperará, a menos que el que detenta el poder, el Estado, recurra a sus medios coercitivos para obligar su cumplimiento (fuerzas públicas, servidoras/es públicos, etc.) y de esta manera imputar la conducta esperada para lograr la respuesta esperada, por tanto tiene sentido ideológico y también puede ser deóntico. Y es precisamente frente a esto que se hallan los jueces, escudriñando el contenido de las normas y aplicando disposiciones que dan validez y legitimidad legal a las disposiciones normativas, a políticas públicas, sin olvidar que estos personajes no necesariamente son objetivos sino que responden a ideologías, por tanto no son neutros ni autónomos, responden a grupos de élite, están subordinados a ciertos acuerdos de poder. Puede que a este nivel se rompa la relación directa entre disposiciones normativas y la acción pública pero no por ello simplemente lo aceptemos, sino que es imperativo que exista una relación directa entre las disposiciones constitucionales, legales y la acción pública, para así dar solidez al discurso del derecho y su vínculo con el discurso del reconocimiento ganando sobre todo en validez y legitimidad en la acción pública. 
Además de los elementos analizados en el documento base de la unidad 2 - ¿qué otros elementos normativos (tanto de la Constitución como de la legislación derivada) influyen en el diseño de políticas que precautelen la soberanía y la seguridad alimentaria?.

Con la consideración anterior, es claro que no basta que la CPE introduzca y defina soberanía y seguridad alimentaria, “es imprescindible que los interpelados por el discurso del derecho actúen según lo esperado produciendo un discurso de reconocimiento”. No se puede obviar que la acción de las élites, los juzgadores, recurren y utilizan la soberanía alimentaria unas veces en sentido meramente deóntico y, por supuesto, ellos responden en un sentido ideológico porque persiguen un fin culminando por tanto en un estado de status quo, porque efectivamente no les interesa transformar y por ello recurren a principios, normas coactivas, etc. De ahí que toda conquista constitucional debe ir acompañada de una praxis transformadora impulsado por las y los directamente involucrados, sobre todo naciones y pueblos indígenas, ganando así en discurso de reconocimiento y legitimidad en lo público.        
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